PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente y en relación con la reubicación de menores en conflicto con la ley penal debida al cierre del C.A.T. (Rosario), informe lo siguiente:

1.- ¿Qué cantidad de niños y adolescentes se encuentran alojados en el Instituto de Recuperación del adolescente de Rosario (IRAR)?.

2.- ¿Qué edades tienen los mismos, indicando de aquellos que sean menores de 16 años, nombre, apellido, causa  y juzgado interviniente?

3.- ¿Cuál es la capacidad máxima de alojamiento del Instituto IRAR?

4.- ¿Cuántos niños y adolescentes hay privados de su libertad, por causas de delitos reprimidos con penas privativas de la libertad menores a dos años?

5.- ¿Qué cantidad de niños y adolescentes menores de 16 años se encuentran privados de su libertad en los demás institutos de la provincia?

6.- Si el número de operadores civiles de asistencia y contención se incrementó proporcionalmente a la cantidad de adolescentes

Sr. Presidente: 

 

El 6 de junio del corriente año el Ministerio de Justicia de la Nación, a través de la Secretaria de Derechos Humanos y la Comisión Anti Impunidad, presentó un informe sobre la situación del Instituto de Rehabilitación del Adolescente Rosario (IRAR) y el Centro de Alojamiento Transitorio (CAT).

 

En el mismo se plantea la reiterada violación a la Constitución Nacional, a la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de los Niños y Adolescentes, y a la Ley 22.278 del Régimen Penal de Menores.

 

Esta situación provocó que en fecha 14/08/06 las autoridades de la Dirección Provincial del Menor en Conflicto con la Ley Penal procedieran al cierre del Centro de Alojamiento Transitorio (CAT), lo que motivó el traslado de los adolescentes al IRAR, vulnerando la capacidad de alojamiento del instituto que según su Director es de aproximadamente 50 adolescentes.

 

La gravedad de las denuncias efectuadas y la falta de reacción del Ejecutivo Provincial ante acciones que producen una continua violación de la ley por parte de la Dirección Provincial del Menor en Conflicto con la Ley Penal refrendadas por los tres juzgados de menores “adolescentes” de Rosario, hacen necesario comenzar a debatir en el ámbito de la Legislatura políticas públicas que tiendan a revertir una problemática en permanente crecimiento.

 


El Código Penal y la Legislación vigente establecen que los menores de 16 años no son punibles, ni los menores de 18 años respecto de los delitos reprimidos con penas privativas de la libertad menores a dos años. Asimismo plantea que los niños y adolescentes infractores de la ley penal, en última instancia, deben ser internados en establecimientos especiales y que si bien están privados de su libertad, es para su tratamiento mediante medidas socioeducativas, pero que en ningún caso se deberá interpretar a las mismas como sanción.

 


Por otro lado los adolescentes internados son asistidos por agentes civiles, operadores, con roles de asistencia y contención cuyo número debe estar directamente relacionado a la cantidad de adolescentes internados para garantizar así las necesidades de los mismos durante las 24 horas del día.




Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación. 

